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Exp. 35/2022-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 35/2022

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: JUNTA DIRECTIVA DE LA DIRECCION DE PENSIONES DEL ESTADO; Y EL DIRECTOR GENERAL DE PENSIONES DEL ESTADO


	MAGISTRADO: MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ



	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S. L. P., cuatro de mayo de dos mil veintitrés. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 35/2022, promovido por el C. **********, contra actos de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado; y el Director General de Pensiones del Estado.
R E S U L T A N D O
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el treinta y uno de enero de dos mil veintidós, el C. ********** promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo señalando como autoridades demandadas a la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado; y el Director General de Pensiones del Estado.

II.- Por auto de fecha veinticinco de febrero de dos mil veintidós, se requirió al promovente del juicio para que en el plazo de cinco días, aclarara y precisara el acto o actos que impugnaba en el presente asunto; señalara y precisara, la fecha o fechas en que tuvo conocimiento de dichos actos; precisara los conceptos de impugnación; y por último aclarara y precisara sus pretensiones; apercibida que en caso de no hacerlo se desecharía su demanda.
III.- Por auto de fecha ocho de abril de dos mil veintidós, se tuvo a la parte actora por dando cumplimento a los requerimientos que le fueron formulados por auto de fecha veinticinco de febrero de dos mil veintidós, por lo que se le tuvo por señalando como actos impugnados los siguientes:

a) La falta de cumplimentación de la determinación emitida por la H. Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Gobierno del Estado, en fecha 12 de julio del 2017, mediante oficio **********, en donde se autorizó y se ordenó que al suscrito se debe aplicar una pensión jubilatoria por riesgo de trabajo al 80%, siendo que en la realidad, sin saber porque motivo hasta la fecha, solo me paga el 75% del porcentaje decretado a mi favor.
b) Que se impugna y se demanda la respuesta negativa que se dio a mis peticiones de fechas 13, 20 de septiembre y 12 de noviembre del 2021, la cual fue emitida mediante oficio ********** de fecha 24 de noviembre del 2021, en donde los miembros de la H. Junta Directiva de Pensiones de Gobierno del Estado determinaron en forma negativa que el suscrito fuera revalorado de mi padecimiento visual con la finalidad de que se me otorgue mi pensión por riesgo de trabajo al 100% reclamando en consecuencia de la Dirección de Pensiones de Gobierno del Estado, el otorgamiento del 100% de mi pensión, así como el pago de todos los incrementos, con el retroactivo de pensión, toda vez que las pensiones son acciones de tracto sucesivo.


Así mismo, señalo que tuvo conocimiento de la resolución o acto que se impugna, el pasado veinticuatro de noviembre de dos mil veintiuno.


Motivo de lo anterior, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, emplazándolas para que dentro del término de diez días manifestaran lo que a sus derechos convinieran, apercibidas que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se les tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. Así mismo, se le tuvo a la parte actora por ofreciendo las documentales a que se refiere en su demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la admisión de la contestación de la demanda.
IV.- Por auto de fecha trece de julio de dos mil veintidós, se tuvo al Director General de la Dirección de Pensiones del Estado y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones por contestando la demanda, por lo que se ordenó dar vista a la parte actora, para los efectos legales que correspondan.
Por otra parte y en virtud de que la autoridad demandada al momento de emitir su contestación de demanda hizo valer diversa causal de improcedencia, se le otorgó a la parte actora el término de diez días para que ampliara su demanda.

V.- Por auto de fecha trece de octubre de dos mil veintidós, se tuvo a la parte actora por precluido su derecho para ampliar la demanda, en virtud de que no lo hizo en el término que para ese efecto señala el Código Procesal Administrativo.

Así mismo, con fundamento en los artículos 69 fracción II, 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron ofrecidas las pruebas de las partes.

VI.- Por auto de fecha treinta de noviembre de dos mil veintidós, se tuvo al Titular de la Jefatura de Servicios Jurídicos del Instituto Mexicano del Seguro Social Delegación San Luis Potosí, y al Director General de Administración de la Fiscalía General del Estado por rindiendo los informes ofrecidos como pruebas por el actor y las autoridades demandadas; por lo que se ordenó dar vista a las partes del juicio, para los efectos legales que a su derecho correspondían.

VII.- Por auto de fecha veintisiete de enero de dos mil veintitrés, se tuvo al Presidente del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje por remitiendo el informe solicitado el pasado treinta de noviembre del dos mil veintidós, por lo que se ordenó dar vista a las partes del juicio con el mismo para los efectos legales que a su derecho correspondiera.

Por último, se señalaron las diez horas del veintiuno de febrero de dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

VIII.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos da lectura al escrito inicial de demanda, a los de contestación, asimismo hace relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. Se hizo constar que no se desechó ninguna prueba. Se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes ofrecidas en tiempo, dada su propia naturaleza y se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. Acto continuo en periodo de alegatos, se dio cuenta que fueron presentados únicamente por la parte actora; finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
En el caso, el interés jurídico del hoy actor se encuentra plenamente acreditado con las documentales en donde constan los actos impugnados, las cuales obran a fojas 32, 33, y de la 58 a la 62 del expediente en que se actúa; documentales públicas de cuyo contenido se desprende que aparece como destinatario el hoy actor.  

Por su parte, el C. ********** justificó su calidad de Director General de la Dirección de Pensiones del Estado y de Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones, con el nombramiento expedido a su favor el pasado veintiséis de septiembre de dos mil veintiuno, el cual fue acompañado en el escrito de contestación de demanda, documental visible a foja 127 del expediente en que se actúa.

A las referidas documentales públicas se les confiere pleno valor probatorio, con apoyo legal en el artículo artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de los oficios impugnados, que la parte actora hace consistir en:
a) La falta de cumplimentación de la determinación emitida por la H. Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Gobierno del Estado, en fecha 12 de julio del 2017, mediante oficio **********, en donde se autorizó y se ordenó que al suscrito se debe aplicar una pensión jubilatoria por riesgo de trabajo al 80%, siendo que en la realidad, sin saber porque motivo hasta la fecha, solo me paga el 75% del porcentaje decretado a mi favor.

b) Que se impugna y se demanda la respuesta negativa que se dio a mis peticiones de fechas 13, 20 de septiembre y 12 de noviembre del 2021, la cual fue emitida mediante oficio ********** de fecha 24 de noviembre del 2021, en donde los miembros de la H. Junta Directiva de Pensiones de Gobierno del Estado determinaron en forma negativa que el suscrito fuera revalorado de mi padecimiento visual con la finalidad de que se me otorgue mi pensión por riesgo de trabajo al 100% reclamando en consecuencia de la Dirección de Pensiones de Gobierno del Estado, el otorgamiento del 100% de mi pensión, así como el pago de todos los incrementos, con el retroactivo de pensión, toda vez que las pensiones son acciones de tracto sucesivo.

CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, prevista por los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, habida cuenta que, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose de resolver sobre el fondo de la controversia.
En ese sentido, se tiene que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, hace valer la causal de sobreseimiento prevista en los artículos 228 fracción VI y VII,  229 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, en virtud de que la parte actora no combatió en tiempo y forma el contenido del oficio ********** de fecha doce de julio del dos mil diecisiete expedido por la Dirección de Pensiones del Estado, mismo que fue notificado con fecha treinta y uno de julio del dos mil diecisiete.
A juicio de esta Sala Unitaria la causal de sobreseimiento hecha valer por la autoridad demandada resulta ser fundada, ello en virtud de las siguientes consideraciones:

En primer término, es de tener en consideración que el artículo 228, fracción VI del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es del tenor literal siguiente:
“ARTICULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…

VI. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por estos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala este Libro;

…”

Como se advierte, resulta improcedente el juicio contencioso administrativo en contra de las resoluciones que hayan sido consentidas, entendiéndose que hay consentimiento si no se promovió el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Ahora bien, es de tener también presente el contenido del artículo 24 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual dicta lo siguiente:
“ARTICULO 24. El  plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será:

I.- De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes:

a) Al en que surta efectos, conforme  la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general.

b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos.

c) Al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha.

d) Al en que haya surtido efectos la notificación de la resolución del Tribunal que habiendo conocido un recurso de queja, decida que el mismo es improcedente;

…”

El artículo anteriormente trascrito señala que el término de la presentación de la demanda ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativo, es en el plazo de treinta días hábiles, de conformidad con las siguientes hipótesis. 

1. Contados a partir del día siguiente al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata;

2. al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos,

3. o al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha.

Ahora bien, la parte actora en su escrito inicial de demanda señala diversos actos impugnados, entre los cuales se encuentra el oficio **********, mismo que obra a foja de la 58 a la 62 del expediente en el que se actúa, haciendo mención que dicho acto impugnado fue acompañado por la parte actora en su escrito inicial de demanda, y en el que se aprecia diversa leyenda en la cual manifiesta que recibe dicho oficio el pasado treinta y uno de julio del dos mil diecisiete.
Por otra parte, se debe de manifestar, que en virtud de que la autoridad demandada hizo valer la causal de sobreseimiento en estudio; esta Sala Unitaria, por auto de fecha trece de julio de dos mil veintidós, le otorgó a la parte actora el término de diez días para que ampliara su demanda.

En ese sentido, por auto de fecha trece de octubre de dos mil veintidós, se tuvo a la parte actora, por precluido su derecho para ampliar su demanda, ello en virtud de que no lo hizo en el término que para ese efecto señala el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Por lo que, se tiene que la parte actora fue notificada del oficio ********** el pasado treinta y uno de julio de dos mil diecisiete, y bajo esa tesitura, se tiene que la parte actora presentó su demanda de manera extemporánea, en cuanto a dicho acto controvertido, ya que la presentación de la demanda aconteció el pasado treinta y uno de enero de dos mil veintidós,  procediéndose a dictar el sobreseimiento del presente juicio conforme al diverso numeral 228 fracción VI y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía la Tesis de Jurisprudencia VI.3º.C J/60, sustentada por los Tribunales Colegiados de Circuito en la Novena Época, publicada en el Semanario judicial de la Federación y su Gaceta en el tomo XXII de diciembre de 2005, la cual a la letra dice:  

“ACTOS CONSENTIDOS SON LOS QUE NO SE IMPUGNAN MEDIANTE EL RECURSO IDÓNEO. Debe reputarse como consentido el acto que no se impugnó por el medio establecido por la ley, ya que si se hizo uso de otro no previsto por ella o si se hace una simple manifestación de inconformidad, tales actuaciones no producen efectos jurídicos tendientes a revocar, confirmar o modificar el acto reclamado en amparo, lo que significa consentimiento del mismo por falta de impugnación eficaz.”
En consecuencia, con fundamento en los artículos 228 fracción VI y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa declara el sobreseimiento de este juicio respecto al oficio **********, de fecha doce de julio de dos mil diecisiete.
Se debe de hacer mención, que el presente juicio queda subsistente en cuanto al diverso oficio señalado por la parte actora como acto impugnado **********.

Por último, y de acuerdo a lo que ordena el artículo 228 último párrafo del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice otra causal de improcedencia, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda se localizan a fojas 88 y 90 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “
SEXTO.- Previo al análisis de los conceptos de impugnación, se precisa que como quedo señalado en el considerando cuarto de esta resolución se decretó el sobreseimiento respecto al diverso acto impugnado consistente en el oficio ********** quedando únicamente subsistente el oficio ********** motivo por el cual esta Sala Unitaria procede al análisis de los conceptos de impugnación tendientes a controvertir el oficio impugnado, los cuales son identificados con los incisos c) y d) de su escrito de aclaración de demanda, el cual se localiza a fojas de la 87 a la 92 del expediente en el que se actúa.

En el concepto de impugnación identificado con el inciso c) de su escrito de aclaración de demanda, la parte actora medularmente manifiesta que en el oficio impugnado, se le niega su solicitud de otorgamiento de pensión jubilatoria al 100%, en razón de que tal prestación estaba siendo ventilada en un juicio laboral, situación que resulta falsa.
A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, el concepto de impugnación que se analiza resulta ser fundado, y por tanto suficiente para declarar la nulidad de la resolución impugnada, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:

En primer término, resulta pertinente realizar la digitalización del acto impugnado, mismo que se hace consistir en el oficio **********, el cual obra a fojas 32 y 33 del expediente en el que se actúa:

DIGITALIZACIÓN
Del oficio anteriormente digitalizado, en la parte que nos interesa se despende lo siguiente:
a) que a la parte actora se le resuelve respecto a las solicitudes de fecha 13 y 20 de septiembre de dos mil veinte, en la que el actor pide ser revalorado para que se le otorgue una pensión por riesgo de trabajo al 100%;

b) que dichas prestaciones fueron demandadas ante el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje en el expediente **********, la cual fue notificada a dicha institución el día seis de abril del dos mil dieciocho;

c) que dicha demanda no ha sido resuelta en definitiva, por lo que aún se encuentra en trámite, y al tratarse las peticiones del mismo reclamo formulado en la demanda señalada, no se puede entrar a resolver sobre la procedencia de sus solicitudes, pues la resolución de la misma se encuentra en manos del Tribunal, por lo que para no incurrir en resoluciones contradictorias, se debería estar a lo resuelto en definitiva por el Tribunal anteriormente señalado.

Es decir, se desprende que la autoridad que señala como demandada en su escrito inicial, no emitió pronunciamiento en relación a las peticiones que le formulo en sus escritos de fecha trece y veinte de septiembre de dos mil veintiuno, ello en virtud de contar con constancias de la existencia del Juicio ********** seguido ante el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje; además porque en dicho juicio se reclaman las mismas solicitudes que formuló en los referidos escritos de petición. 


Ahora bien, tal y como lo afirma la parte actora en el concepto de impugnación que en este acto se analiza, dicha situación es incorrecta, ya que de una revisión al Sistema de Control de Expedientes Jurisdiccionales de este Tribunal se advierte la existencia del diverso Juicio de Nulidad número **********, instruido en la Primera Sala Unitaria, en el que figura como actor el C. **********; y del cual se puede observar que por oficio ********** el Tribunal Colegiado en Materia del Trabajo del Noveno Circuito, remitió la resolución dictada dentro del toca número ********** formado con motivo del conflicto competencial suscitado entre la Junta Especial Numero Treinta y Cuatro de la Federal de Conciliación y Arbitraje y el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje; anexando el expediente del Juicio Laboral, ********** (********** de la Junta Federal), al determinar que este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer de la demanda promovida por **********, contra el Instituto Mexicano del Seguro Social, Junta de Gobierno de la Dirección de Pensiones y otra autoridad. 

Por lo que, del sumario de nulidad antes citado ********** se puede advertir que toda vez que el actor no dio cumplimiento con el requerimiento formulado en el auto de veintiocho de junio de dos mil dieciocho a fin de que adecuara su demanda dentro del término concedido, está le fue desechada, ello por diverso acuerdo de ocho de agosto; y finalmente por auto de veinticuatro  de septiembre, ambos de dos mil dieciocho, en razón de que no se promovió recurso alguno en contra del auto de desechamiento de demanda se ordenó el archivo del asunto como concluido.


Motivo de lo anterior, es de precisarse que al momento en que la autoridad demandada emitió el oficio impugnado, la demanda a la que se refiere -********** seguida ante el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje- ya no se encontraba pendiente de resolver, por lo que podía emitir una respuesta a los escritos de fecha trece y veinte de septiembre de dos mil veintiuno.

En ese sentido se procede a decretar la nulidad de la resolución impugnada, ello de conformidad con lo dispuesto por el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado; y toda vez que la misma deriva de diversas peticiones formuladas por la parte actora, está debe de ser para el efecto de que la autoridad demandada vuelva a emitir una nueva en la que de contestación a los escritos de la parte actora de fecha trece y veinte de septiembre de dos mil veintiuno, precisando que para fijar el monto de la pensión la autoridad demandada deberá considerar que la misma no podrá ser inferior al 80% que ya le fue otorgado al actor, según constancia que obra en autos – oficio **********-, considerando, el derecho humano a recibir justicia bajo un método con perspectiva de género derivado de los artículos 1o. y 4o, párrafo primero, de la Constitución General, en relación con la Declaración Universal de los Derechos Humanos que establece en su artículo 25, numeral 1, que las personas tienen derecho a recibir alimentos, vestido, vivienda y asistencia médica, tomando como parámetro un nivel de vida adecuado.


Sirve de sustento por analogía al caso en particular el criterio de la Primera Sala de la Suprema Corte de la Justicia de la Nación, cuyos datos de localización, rubro y contenido es el siguiente.
Registro digital: 2008545, Instancia: Primera Sala, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Tesis: 1a. LXXIX/2015 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 15, Febrero de 2015, Tomo II, página 1397, Tipo: Aislada

IMPARTICIÓN DE JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. DEBE APLICARSE ESTE MÉTODO ANALÍTICO EN TODOS LOS CASOS QUE INVOLUCREN RELACIONES ASIMÉTRICAS, PREJUICIOS Y PATRONES ESTEREOTÍPICOS, INDEPENDIENTEMENTE DEL GÉNERO DE LAS PERSONAS INVOLUCRADAS. Del reconocimiento de los derechos humanos a la igualdad y a la no discriminación por razones de género, previstos en los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, respectivamente, deriva que todo órgano jurisdiccional debe impartir justicia con base en una perspectiva de género. Ahora bien, la utilización de esta herramienta de análisis para verificar si existe una situación de vulnerabilidad o prejuicio basada en el género de una persona, no es exclusiva para aquellos casos en que las mujeres alegan una vulneración al derecho a la igualdad, en virtud de que si bien es cierto que históricamente son las que más han sufrido la discriminación y exclusión derivadas de la construcción cultural de la diferencia sexual -como reconoció el Constituyente en la reforma al artículo 4o. de la Constitución Federal publicada el 31 de diciembre de 1974, en la que incorporó explícitamente la igualdad entre hombres y mujeres-, también lo es que los estereotipos de género que producen situaciones de desventaja al juzgar, afectan tanto a mujeres como a hombres. De ahí que la perspectiva de género como método analítico deba aplicarse en todos los casos que involucren relaciones asimétricas, prejuicios y patrones estereotípicos, independientemente del género de las personas involucradas, con la finalidad de detectar y eliminar las barreras y los obstáculos que discriminan a las personas por su pertenencia al grupo de "mujeres" u "hombres".

En ese contexto, al juzgar con perspectiva de género se deben tomar en consideración las condiciones sociales y económicas del actor, de tal manera que al momento de fijar el monto de la pensión esta no se debe limitar a las necesidades de mera subsistencia de la persona, sino que debe adecuarse a la situación económica a la que se encuentra acostumbrada, ya que su finalidad es garantizar una vida digna y decorosa al pensionado;  Por lo que la demandada debe prestar especial atención a que la cuantificación de la pensión que determine sea con perspectiva de género, tomando en consideración el principio de vida digna y decorosa.
Lo anterior es así toda vez que, en tanto es evidente que la calidad de una persona con disminución física coloca a la persona en un estado de vulnerabilidad que puede conducir a una discriminación social o económica, de ahí que se debe tener especial cuidado en salvaguardar los derechos y dignidad humana de esa persona, y al efecto cobra relevancia el contenido de los artículos 25, numeral 1 de la Declaración Universal de derechos Humanos; precepto normativo que se transcribe a continuación.

Articulo 25

1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.

(…)


Por tanto, la nulidad decretada en el presente asunto, para los efectos siguientes:
1. De respuesta de manera congruente y puntual a cada de las peticiones formuladas por el actor, debidamente fundada y motivada.
2. Al fijar el monto de la pensión decretada, esta no debe ser inferior al 80% que ya le fue otorgado al actor.

3. Se realice una revalorización del padecimiento del actor a efectos de determinar sobre la procedencia del otorgamiento de la pensión al cien por ciento.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248, 249, 250 fracción II, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta la Ilegalidad e Invalidez de la resolución impugnada; misma que se deja sin efecto legal, en los términos, por las razones y para los efectos vertidos en el considerando sexto de esta resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a las partes.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
